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CORTE CONSTITUCIONAL
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO DEL MAGISTRADO HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO A LA SENTENCIA      T-655 de 2011  

     

Referencia: expedientes T-3.057.808
Acción de tutela instaurada por Marilyn Ortiz Barbosa y Otro contra Héctor Alirio Forero Quintero, Edificio Puerta del Sol PH y Otros. 

Magistrado Ponente: 

JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB

Con el respeto acostumbrado, adelantaré una breve exposición de los motivos que justifican la suscripción de un salvamento parcial de voto respecto de la sentencia de la referencia. 

i. Contenido de la sentencia 

Mediante el fallo en cuestión se abordó el estudio de la acción de tutela interpuesta por Marylin Ortiz, Manuel Guio y Efraín Ortiz contra  Héctor Alirio Forero Quintero, Edificio Puerta del Sol PH pues consideraban vulnerados sus derechos fundamentales a la vida digna, a la salud, al mínimo vital y a la vivienda digna, toda vez que el señor Héctor Alirio Forero inició la construcción del edificio Puerta del Sol P.H. en medio de sus casas y éstas resultaron seriamente averiadas hasta el punto de derrumbarse por efecto de la nueva edificación.
En la sentencia se examinó si la acción de tutela cumplía con los requisitos de procedencia excepcional de la misma contra particulares e igualmente si era procedente la acción de amparo en el caso concreto ante la existencia de otro medio de defensa judicial. Las anteriores consideraciones fueron esgrimidas para resolver el problema jurídico. 
Finalmente, en la parte resolutiva de la providencia se tutelaron los derechos en cuestión y se ordenó la construcción de los inmuebles a favor de los accionantes, así como el pago de cuotas mensuales por concepto de servicios públicos y alimentación a uno de los actores, todo ello con cargo del demandado. 


ii. Motivos del Salvamento Parcial de Voto.
Si bien estoy de acuerdo con la decisión a la cual llegó la Sala Séptima de Revisión en la sentencia T-655 de 2011 de trasladar a los accionantes a sitios de habitación que se encuentren en condiciones similares a las que gozaban en sus propiedades antes de iniciarse la edificación, así como las otras medidas relacionadas con la protección del mínimo vital de Efraín Ortiz, éstas debieron tomarse como mecanismo transitorio para proteger los derechos afectados. Sin embargo, no comparto que las decisiones fueran proferidas de manera definitiva y condenar al demandante tanto a la construcción de los inmuebles de los afectados como al pago de cuotas mensuales por concepto de servicios públicos y alimentación a favor del señor Efraín Ortiz, pues las misma escapan a la esfera de la competencia del Juez Constitucional, por ser asuntos litigios de orden civil. Consideró que se debió estudiar de fondo el asunto y analizar con mayor detenimiento cuáles debían ser las decisiones adecuadas para restablecer los derechos vulnerados por la actuación del particular constructor del edificio que generó dicha vulneración.
De lo regulado por el artículo 86 de la Constitución Política, se extrae que la acción de tutela es una acción judicial de rango constitucional, de naturaleza autónoma, cuya finalidad es proteger los derechos fundamentales cuando quiera que ellos hayan sido vulnerados, caso en el cual es restitutoria, o cuando exista una amenaza de vulneración de los mismos, caso en cual es preventiva. Por el contrario, no es una acción indemnizatoria ni sancionatoria, finalidades que no son posibles de alcanzar por este mecanismo judicial, como tampoco es declarativa, es decir no está diseñada para definir asuntos litigiosos.
 
En este sentido, las órdenes extralimitaron la competencia de la Corte Constitucional, pues el debate que propone el caso concreto debe ser resuelto por la justicia ordinaria mediante un proceso de responsabilidad civil extracontractual, en el cual mediante el acopio probatorio necesario se determine la responsabilidad por la actuación adelantada por el constructor la propiedad horizontal, ya que las medidas resarcitorias de los perjuicios ocasionados son de carácter indemnizatorio tales como el lucro cesante, daño emergente etc. decisiones que están vedadas para el juez constitucional. 
En este sentido, la sentencia debió ordenar medidas de carácter transitorio y no definitivas encaminadas a garantizar la protección a los derechos en juego (mínimo vital y vivienda digna).

De otro lado, es importante mencionar que en la sentencia se dejó por fuera el análisis de la actuación adelantada por la Curaduría Urbana puesto que dio la autorización del inicio de la licencia de construcción sin el cumplimiento de los requisitos que la ley exige ya que no garantizó la participación de lo accionantes dentro del proceso administrativo, violando así los artículos 29 y 39 del decreto 1469 de 2010. En este contexto, no se advirtió en la sentencia ningún tipo de reproche frente a tal violación, por lo que pueden generarse futuras transgresiones en situaciones de igual importancia como la que se discutió en la sentencia.    

De esta manera se acompaña la decisión parcialmente porque si bien en últimas pareciera que se protegieron los derecho afectados se empleó inadecuadamente la acción de tutela garantizar la efectividad de los mismos.   
Fecha ut supra,
 
 
HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO

Magistrado
� Sentencia T-583/06
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